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La aplicación actual del Código de Seguridad y Convivencia en establecimientos de 

venta de felinos y caninos en Bogotá. 

 

Resumen  

El Código de Seguridad y Convivencia (Ley 1801 de 2016) no responde a las necesidades 

de los felinos y caninos, así como tampoco a la Constitución Ecológica y al ordenamiento 

jurídico de bienestar y protección animal, puesto que, en primer lugar, es cuestionable si los 

animales pueden ser considerados como bienes susceptibles de venta o si en su condición de 

seres sintientes deben tener otro trato. En segundo lugar, si es coherente que no se apliquen 

medidas correctivas a las actividades económicas mencionadas por contrariar lo dispuesto en la 

normativa y jurisprudencia de bienestar y protección animal, ya que sólo el Código y normativa 

relacionada únicamente contempla la suspensión de la actividad u otras medidas con fundamento 

a las disposiciones del derecho policivo desarrollado en la ley 1801 de 2016.  

Abstract  

Law 1801 of 2016 does not respond to the needs of felines and canines, nor does it 

comply with the Ecological Constitution and the legal framework for animal welfare and 

protection. Firstly, it is questionable whether animals can be considered as goods subject to sale 
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or if, as sentient beings, they should be treated differently. Secondly, it is inconsistent not to 

apply corrective measures to economic activities mentioned that contravene the provisions of 

animal welfare and protection regulations and jurisprudence, as only the Code and related 

regulations solely contemplate the suspension of the activity or other measures based on the 

provisions of the police law developed in Law 1801 of 2016. 

Introducción  

El presente artículo tiene como objetivo analizar el ordenamiento jurídico, en especial la 

jurisprudencia, relacionado con el bienestar y protección animal, así como sus fundamentos y 

valores, para indagar desde una postura crítica si la aplicación actual del Código de Seguridad y 

Convivencia responde a los objetivos de la Constitución Ecológica y si dicha interpretación y 

aplicación guardan coherencia con los lineamientos, fundamentos, valores y fines protectores del 

ambiente y, en consecuencia, de la fauna incluyendo a felinos y caninos. 

Esto, dado la relevancia de la evolución de enfoques jurídicos para relacionarse con la 

naturaleza, pues actualmente la filosofía del derecho se ha orientado al reconocimiento de 

derechos de la naturaleza, bajo diferentes fundamentos y valores, que también se encuentran 

contemplados bien sea en los fines del Estado, en los tratados internacionales, algunas 

Constituciones o bien en la jurisprudencia.  

En Colombia, lo mencionado con antelación encuentra fundamento en la Constitución 

Ecológica y en la jurisprudencia de la Corte Constitucional que ha fijado el alcance y concepto 

de este término, el cual consiste en las obligaciones del Estado (autoridades y personas) de 

respeto y cuidado del ambiente, ecosistemas, flora y fauna (incluyendo todos los animales).  
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En virtud de lo anterior, es importante que el Código de Seguridad y Convivencia  acoja 

en su interpretación y aplicación los contenidos de la Constitución Ecológica en cuanto a la 

relación con los animales y lo correspondiente a las actividades económicas, pues a la luz de la 

Constitución Ecológica es incongruente que se comercialicen felinos y caninos por su condición 

de seres sintientes y no de bienes semovientes, especialmente cuando tampoco cumplen con las 

normas de bienestar y protección animal, lo cual significa la existencia de unas condiciones de 

vida dignas en la esfera física, mental y de cuidado de los animales. 

Resultados  

Es preciso partir del concepto de Constitución Ecológica y desarrollo jurisprudencial, los 

principios y valores de bienestar animal en la Constitución colombiana, para luego, cuestionar 

por qué la normativa no se ha adaptado a los lineamientos constitucionales desarrollados en la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional.  

La Constitución Ecológica está compuesta por unos artículos los cuales reflejan la 

intención del Constituyente de elevar constitucionalmente la defensa, protección y conservación 

del ambiente mediante distintas herramientas tales como establecer como fines y valores el 

cuidado del ambiente y también la consecución del principio de desarrollo sostenible. Para ello, 

es relevante indicar que como citó la Corte Constitucional en la sentencia C-443-09, respecto a 

los contenidos de la Constitución de manera integral para señalar los elementos que conforman la 

Constitución Ecológica:  

De una lectura sistemática, axiológica y finalista surge el concepto 

de Constitución Ecológica, conformado por las siguientes 34 
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disposiciones que se traducen principalmente en deberes: 

Preámbulo (vida), 2º (fines esenciales del Estado: proteger la vida), 

8º (obligación de proteger las riquezas culturales y naturales de la 

Nación), 11 (inviolabilidad del derecho a la vida), 44 (derechos 

fundamentales de los niños), 49 (atención de la salud y del 

saneamiento ambiental), 58 (función ecológica de la propiedad), 66 

(créditos agropecuarios por calamidad ambiental), 67 (la educación 

para la protección del ambiente), 78 (regulación de la producción y 

comercialización de bienes y servicios), 79 (derecho a un ambiente 

sano y participación en las decisiones ambientales), 80 

(planificación del manejo y aprovechamiento de los recursos 

naturales), 81 (prohibición de armas químicas, biológicas y 

nucleares), 82 (deber de proteger los recursos culturales y naturales 

del país), 215 (emergencia por perturbación o amenaza del orden 

ecológico), 226 (internacionalización de las relaciones ecológicas, 

268-7 (fiscalización de los recursos naturales y del ambiente), 277-

4 (defensa del ambiente como función del Procurador), 282-5 (el 

Defensor del Pueblo y las acciones populares como mecanismo de 

protección del ambiente), 289 (programas de cooperación e 

integración en zonas fronterizas para la preservación del ambiente), 

300-2 (Asambleas Departamentales y medio ambiente), 301 

(gestión administrativa y fiscal de los departamentos atendiendo a 
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recursos naturales y a circunstancias ecológicas), 310 (control de 

densidad en San Andrés y Providencia con el fin de preservar el 

ambiente y los recursos naturales), 313-9 (Concejos Municipales y 

patrimonio ecológico), 317 y 294 (contribución de valorización 

para conservación del ambiente y los recursos naturales), 330-5 

(Concejos de los territorios indígenas y preservación de los 

recursos naturales), 331 (Corporación del Río Grande de la 

Magdalena y preservación del ambiente), 332 (dominio del Estado 

sobre el subsuelo y los recursos naturales no renovables), 333 

(limitaciones a la libertad económica por razones del medio 

ambiente), 334 (intervención estatal para la preservación de los 

recursos naturales y de un ambiente sano), 339 (política ambiental 

en el plan nacional de desarrollo), 340 (representación de los 

sectores ecológicos en el Consejo Nacional de Planeación), 366 

(solución de necesidades del saneamiento ambiental y de agua 

potable como finalidad del Estado) (CC., T-411/99,1999). 

Del cuerpo normativo se destacan como eje central en temas ambientales los artículos 8 

(el deber de protección del ambiente como principio), 49, 79 y 80 (ambiente como derecho 

colectivo y consagra taxatividad de la obligación de protección del ambiente) y 95 #8 (obligación 

específica del deber de protección de los recursos para la conservación del ambiente). 

En lo relacionado en su calidad como principio, se deriva del deber de las personas y 

Estado de proteger el ambiente, en la sentencia T-411/92 al hablar del tríptico económico en la 
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función social y ecológica, se refirió a la prevalencia del interés general sobre el particular como 

principio y, que, en la situación particular, aquel se ve representado en la protección de derechos 

sociales y los valores como lo son la vida y la ecología. Postura que también fue confirmada en 

la sentencia C-519/94 pero también hace mención del principio de solidaridad en aras del 

bienestar común y de las generaciones futuras. 

El siguiente aspecto trata del desarrollo del concepto de la Constitución Ecológica en la 

jurisprudencia constitucional, con la finalidad de definirlo y también esclarecer los fines y 

valores constitucionales relacionados con el ambiente, y consecuentemente, en el bienestar y 

protección animal. 

Para definir la Constitución Ecológica, la Corte Constitucional en la sentencia T-806/14, 

especificó que para el Constituyente es de vital importancia y, en consecuencia, las normas 

constitucionales son un instrumento para la defensa del medio ambiente como objetivo, derecho 

individual, derecho colectivo y deber (CC., T-806/14, 2014). 

Por lo anterior, la Corte ha caracterizado una triple dimensión:  

Es un principio que irradia todo el orden jurídico correspondiendo al 

Estado proteger las riquezas naturales de la Nación; es un derecho 

constitucional (fundamental y colectivo) exigible por todas las 

personas a través de diversas vías judiciales; y es 

una obligación en cabeza de las autoridades, la sociedad y los 

particulares, al implicar deberes calificados de protección (C.C, 

C-389/16,2016). 



   

 

7 

 

Adicionalmente, en la sentencia C-449-15 la Corte Constitucional reconoció como 

objetivo de la estructura del Estado en virtud de la mencionada triple dimensión. 

 La Corte Constitucional al desarrollar los contenidos de la Constitución Ecológica otorgó 

en la sentencia C-150/05 al ambiente el carácter de bien jurídico ambiental que goza de 

protección constitucional, en vista de que uno de los mecanismos mínimos de existencia del ser 

humano y le ofrece condiciones de vida dignas. Sin embargo, es paradójico que hizo tal 

reconocimiento desde una visión antropocéntrica, más adelante se ahondará en el significado y 

las diferentes posturas que repercuten en la manera en que se relacionan las personas con el 

ambiente y los animales; ya que todo esto y, en especial la triple dimensión, implica tener en 

cuenta la relación de los humanos con el ambiente y sus componentes, entre ellos, los animales.  

Con respecto al ambiente en su calidad de derecho, se refiere expresamente en el artículo 

79 de la Constitución y el carácter de derecho fundamental fue desarrollado por la jurisprudencia 

basándose en la teoría de la conexidad al derecho a la vida y salud de las personas, por tal 

motivo, proceden vías judiciales para su defensa (C.C, C-449/15, 2015). 

Prosiguiendo, el carácter de deber está contemplado en varios artículos constitucionales 

precitados al inicio del texto, sin embargo, cabe destacar que estos se dirigen a la plantear 

políticas de “planificación, de control, de conservación y de preservación del ambiente” que 

implica también una participación efectiva de las personas (CC., C-519-94,1994). Cabe señalar 

que las autoridades estatales tienen especiales deberes de protección, por ejemplo, en su rol del 

estado interventor en la economía, también en establecen facultades y competencias en diversas 

esferas a las autoridades, pero también le asisten a los particulares algunos deberes de protección. 
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De la misma manera, es importante resaltar que, en la sentencia C-666/2010, la Corte 

Constitucional se refirió a que la Constitución contempla que vía protección de los recursos 

naturales se incluye a los animales. 

Antes de examinar los principios del bienestar y protección animal, es pertinente explicar 

las posturas relacionadas con la manera de relacionarse los humanos con la naturaleza que se ha 

referido la Corte Constitucional, tal como expresó en la T-806/14 la evolución se ha centrado en 

el reconocimiento de los sujetos de derechos, de manera que, la visión hegemónica sólo 

reconoce los seres racionales para luego adoptar la postura contra hegemónica reconociendo a 

la naturaleza como sujetos de derechos; sin embargo, se evidencia que estas posturas no han sido 

uniformes, porque pese a que parecen contra hegemónicas siguen fundamentándose en los 

humanos y no únicamente en la naturaleza como sujeto, de hecho se evidenció una tendencia a 

inhibirse en los resuelve o a pronunciarse respecto a aspectos procesales y no de fondo.  

Entre las posturas hegemónicas se encuentran la antropocéntrica y la utilitarista, donde 

la defensa del ambiente se basa en la protección y conservación para que los humanos puedan 

satisfacerse de los recursos y conservarlos bien sea porque no sólo le permiten condiciones de 

vidas dignas o bien porque involucran el amparo de otros derechos fundamentales para la 

existencia.  

Un ejemplo del antropocéntrico es la Declaración de Estocolmo para la Preservación y 

Mejoramiento del Medio Humano de 1972 que reconoce como lo más valioso del mundo al ser 

humano, dándole entonces, un lugar sobre todos los elementos de la naturaleza donde todo debe 
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funcionar en favor de las personas, incluyendo la conservación del ambiente. (CC., C-449-

15,2015). 

Por lo que se refiere a la postura biocéntrica en la sentencia C-339 de 2002 la Corte 

reconoció:  

Desde el plano ético se construye un principio biocéntrico que considera al 

hombre como parte de la naturaleza, otorgándoles a ambos valores. Desde 

el plano económico, el sistema productivo ya no puede extraer recursos ni 

producir desechos ilimitadamente, debiendo sujetarse al interés social, al 

ambiente y al patrimonio cultural de la nación; encuentra, además, como 

límites el bien común y la dirección general a cargo del Estado (artículos 

333 y 334). En el plano jurídico el Derecho y el Estado no solamente 

deben proteger la dignidad y la libertad del hombre frente a otros hombres, 

sino ante la amenaza que representa la explotación y el agotamiento de los 

recursos naturales; para lo cual deben elaborar nuevos valores, normas, 

técnicas jurídicas y principios donde prime la tutela de valores colectivos 

frente a valores individuales (CC., C-339/02,2002). 

Por su parte la visión ecocéntrica fue plasmada por la Corte Constitucional en la sentencia 

C-595 de 2010: 

La Constitución muestra igualmente la relevancia que toma el medio ambiente 

como bien a proteger por sí mismo y su relación estrecha con los seres que 

habitan la tierra (CC., C-595/10,2010). 
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Cabe resaltar la gran importancia de la sentencia C-632 de 2011, puesto que la Corte 

reconoció la naturaleza como sujeto que tiene derechos propios, los cuales deben ser objeto de 

respeto y garantía, basando esta afirmación en las cosmovisiones ancestrales atendiendo al 

principio de diversidad étnica contemplado en el artículo 7 (CC., C-449/15,2015). Ante este 

panorama, la Corte en la sentencia del 2015 concluyó: 

El paradigma a que nos aboca la denominada “Constitución Ecológica”, por corresponder 

a un instrumento dinámico y abierto, soportado en un sistema de evidencias y de 

representaciones colectivas, implica para la sociedad contemporánea tomar en 

serio los ecosistemas y las comunidades naturales, avanzando hacia un enfoque 

jurídico que se muestre más comprometidos con ellos, como bienes que resultan 

por sí mismos objeto de garantía y protección. (CC., C-449/15,2015). 

En la sentencia C-041-17 se citó a la C-449 de 2015 pues reconoció el valor 

intrínseco de la naturaleza y animales, es decir, su valor por sí mismos sin importar sus 

aportes al ser humano o al equilibrio ecológico, por eso se refirió a dejar la postura 

“bondad hacia los animales bajo preeminencia del humano” hacia la postura ecocéntrica 

caracterizada por reconocer la independencia y valor de los animales por sí mismos y no 

por su relación con los humanos (CC., C-041/17,2017). 

En relación con los principios y valores del bienestar y protección animal son: 

dignidad como parámetro relacional con los animales, deber de protección animal que se enlaza 

con reconocer su calidad de seres sintientes, prohibición del maltrato, protección diferenciada, la 
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armonización del deber de protección con el principio de respeto por la diversidad étnica y 

cultural.  

Para comenzar es importante esbozar los argumentos que ha tenido la Corte 

Constitucional para reconocer el cuidado del ambiente, de los recursos y de los animales a lo 

largo de los diferentes enfoques jurídicos mencionados anteriormente. En primer lugar, la 

dignidad humana bajo la concepción antropocéntrica se enfocó en la protección de los recursos 

para garantizar los derechos y condiciones de vida dignas. Mientras que, desde el enfoque 

ecocéntrico la dignidad resulta ser una fuente de las obligaciones jurídicas respecto de los 

animales, en vista que ese reconocimiento de esa condición moral de ser una persona digna trae 

consigo unas cargas en su actuar, es decir, estar revestido de tal calidad moral debe tener un 

actuar ejemplar y coherente con los parámetros morales establecidos en la Constitución, 

contenido y su alcance, porque no tendría sentido actuar contrario ni tampoco es virtuoso de 

seres dignos tener comportamientos indignos y sin límites hacia los animales y ,todo esto, en aras 

del principio de solidaridad  complementa la dignidad sin limitarse a la relación entre humanos 

ampliando su rango a los animales, todo lo anterior también en consideración de la capacidad de 

sentir estos seres. 

Es importante remitirse a la ley 84 de 1989, puesto que resultó innovadora en cuanto a la 

relación de los humanos con el ambiente, pues reconoció a la fauna como elemento fundamental 

del ambiente, logrando una conciencia y postura moral y ética con la capacidad de sentir de los 

animales dejando a un lado la visión utilitarista donde se dispone ilimitadamente de los recursos 

ambientales que por supuesto dista de los objetivos y principios constitucionales ecológicos.  
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Lo anterior, supone la existencia del principio de solidaridad y de respeto hacia los 

recursos naturales y el ambiente, ya que son gozan del carácter de ser un bien 

constitucionalmente protegido; todo esto fundamentándose en el principio fundante como lo es el 

artículo 8, gracias al cual se contemplan los deberes constitucionales del Estado y personas del 

artículo 79 y 95#9. 

Prosiguiendo con el principio de deber de protección animal, la sala Constitucional 

reconoció que se fundamenta en la dignidad y en el deber de protección de los recursos naturales 

cuyo amparo se encuentra desarrollado en la Constitución, jurisprudencia, el Código De 

Recursos Naturales y el Estatuto de protección animal -ley 84 de 1989- (CC., C-666/10, 2010). 

Otro rasgo de dicho deber es la protección diferenciada que consiste en el cuidado y amparo de 

cada especie animal (doméstica o silvestre -gozan de mayor protección-) de acuerdo con sus 

necesidades. 

A continuación, se estudiará lo desarrollado por el Tribunal Constitucional en cuanto a la 

prohibición del maltrato cuyo fundamento constitucional son los principios de función social y 

ecológica de la propiedad y Constitución Ecológica. Esto significa que su objetivo es prevenir el 

sufrimiento animal tanto física como emocionalmente en el sentido que les genere angustia, los 

actos crueles causados directa o indirectamente por los humanos, en vista de que hay una 

prohibición legal (ver tabla) cuya inobservancia acarrea un castigo contemplado por la normativa 

constitucional.   

Es pertinente mencionar que la prohibición de maltrato ha sido un criterio flexible en 

virtud de la armonización con el principio de diversidad étnica y cultural, pues en la 
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sentencia C-666/10 estableció que hay límites del deber de protección que puede establecer el 

legislador en atención al amparo de los derechos culturales, posición antropocéntrica y utilitarista 

por cuanto no sólo ignora el valor intrínseco de los animales, sino que también permite el 

sufrimiento innecesario y no significa una cosmovisión de un pueblo, sólo representa 

entretenimiento y “placer”, es decir comportamientos indignos por parte de las personas. En 

resumen, este principio consiste que en algunas situaciones la protección animal se limita y 

armoniza en virtud de normas infra constitucionales como “valores, principios, derechos, deberes 

u otros bienes constitucionalmente relevantes” tales como libertad religiosa, hábitos alimenticios, 

investigación y experimentación médica. 

Específicamente, en lo relacionado con el principio de diversidad étnica y cultural las 

expresiones “como manifestaciones culturales han de estar acorde con el contenido dogmático de 

la Constitución”, de modo que lo anterior debe examinarse bajo el criterio de la razonabilidad. 

Habría de esperarse que no se hablara de sufrimiento innecesario, porque aquel necesario 

o no significa un menoscabo de los derechos de los animales. Sin embargo, es importante 

nombrar la jurisprudencia de la Corte Suprema de India del 2014 que se refirió ha de prescindirse 

del sufrimiento más aún cuando representa únicamente un “placer” al humano, entonces, la única 

excepción para esta consigna sería la adopción del parámetro mejor interés de la especie, el 

cual consiste en que las decisiones que se tomen deben basarse en el bienestar animal la especie 

amenazada, a menos que estrictas necesidades humanas adquieran mayor peso en el caso 

concreto, un ejemplo es la experimentación animal para salvaguardar la vida y salud de los 

animales humanos y no humanos, también podría discutirse el tema del consumo animal, pero 
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podría contemplarse que el sacrificio del animal sea lo menos cruel, doloroso y nugatorio de los 

derechos de los animales y no ponga en riesgo el equilibrio ecológico.  

Sobre los derechos de los animales la sentencia SU-016/20 citó a la Corte Suprema de la 

India en cuanto a su reconocimiento para que éstos prevalezcan sobre los intereses humanos, los 

cuales son:  

(i) derecho a no tener hambre, sed ni malnutrición; (ii) derecho a no experimentar 

miedo ni angustia; (iii) derecho a no padecer molestias físicas; (iv) derecho a no 

ser sometido a daños, lesiones o enfermedades; y la (v) libertad para expresar sus 

patrones naturales de comportamiento (CC., SU-016/20,2020).  

Otros avances en materia de reconocimiento de dignidad animal, sus derechos o los 

derechos de la naturaleza son Suiza con la inclusión del concepto de la dignidad de seres vivos, 

se resalta que la Constitución de Ecuador que incluye los derechos de la Pacha Mama y su 

derecho a ser respetada integralmente a tal punto que estableció la existencia de una jurisdicción 

universal para que toda persona pueda exigir la protección de los derechos de la naturaleza, esta 

clase de cosmovisión y cultura sí aporta al bienestar animal. 

Similarmente en la doctrina filosófica se destacan nuevas posturas econcéntricas como la 

de Martha Nussbaum quien aboga por el respeto hacia todas las vidas y enfocándose en sus 

capacidades  para que puedan “florecer” esto es tengan una vida donde puedan gozar de sus 

derechos y libertades plenamente y no sean sometidos, ni reconocidos, ni respetados por no 

tener la misma capacidad lingüística de los humanos y la racionalidad, aunque este último 
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aspecto es discutible porque la misma Corte Constitucional en sus decisiones mencionó estudios 

científicos que demostraron la capacidad pensante y de sentir emociones de los animales. 

De la teoría jurídica estudiada y la postura filosófica indicada, podría reflexionarse por 

qué para reconocer los derechos de los animales en Colombia se parten de paradigmas ya 

establecidos y por qué no se crea uno nuevo, por qué la situación actual consiste en asemejar 

otras formas de vida con diferentes funciones y características con las de los humanos, por qué 

no se miran sus aportes en el mundo; pero sin minorizar su ser a sus contribuciones porque esto 

no le daría una condición de vida plena donde sus libertades y derechos sean garantizados. 

Aunque este enfoque podría verse utilitarista partir de los aportes, sin embargo, no ha de 

medirse como una fórmula matemática sino con un sistema de reconocimiento al otro en su ser 

pleno en el planeta tierra y que realiza labores propias de un equilibrio ecológico.  

Quizás lo que nos haría superiores frente a los animales no humanos es el raciocino, 

haciendo la salvedad que se ha comprobado científicamente que hay animales que tienen 

capacidad de pensar hasta cierto grado, sentir físicamente y emocionalmente, tienen la 

capacidad de tener memoria, pero en mi opinión lo que nos diferencia de ellos es la capacidad 

de establecer conceptos, paradigmas, sistemas morales, filosóficos y jurídicos y, por tanto, 

tenemos que reflexionar si dicha capacidad superior la estamos aprovechando para evolucionar 

en favor tanto de la humanidad como del planeta tierra incluyendo la naturaleza y, en 

consecuencia, los animales. 

Consideremos ahora la jurisprudencia como fuente obligatoria y que el hecho de que los 

servidores públicos y particulares que ejercen funciones administrativas no la apliquen en el 



   

 

16 

 

ejercicio de sus funciones y las decisiones administrativas da lugar a una falta disciplinaria. Es 

importante recordar que el principio de supremacía Constitucional delimita los fundamentos de 

un Estado Social de Derecho, respecto del cual se predica una fuerza normativa que en virtud del 

principio de legalidad somete a las autoridades el ejercicio de sus competencias tanto a las 

normas constitucionales como al derecho positivo, pero también les faculta la concreción de los 

derechos constitucionales y la efectividad de estos (CC, C.C-415/12,2012).   

Por lo que se refiere al valor de la jurisprudencia constitucional como fuente, la Corte 

Constitucional en la sentencia C-486/93 desarrolló el alcance del artículo 230 puesto el 

sometimiento de los jueces no se agota en las disposiciones emitidas por el Congreso, sino que 

debe interpretarse que también al ordenamiento jurídico, el cual está conformado por la 

jurisprudencia constitucional y el bloque de constitucionalidad, entre otras. En consonancia con 

esto, de acuerdo con Hernández y Ramírez la jurisprudencia que ha de tenerse como referencia 

son las sentencias con efecto erga omnes (tipo C), la ratio decidendi de las sentencias de tutela 

(T) y respecto de las sentencias de unificación (SU) aquellos hechos relevantes de un caso futuro 

que resulten iguales o análogos a los del caso previo estudiado por la Corte Constitucional. 

(Hernández N. y Ramírez M., 2011). 

En cuanto al desconocimiento de la fuente constitucional, habría que mencionar que en la 

sentencia C-335/08 la Corte afirmó que el prevaricato se configura cuando se desconoce de la 

interpretación de las Altas Cortes de disposiciones constitucionales, legales o de actos 

administrativos de carácter general. Adicionalmente la citada sentencia de la Corte 

Constitucional estableció que la inobservancia de la jurisprudencia también da lugar a una falta 

disciplinaria. De la misma forma, Hernández y Ramírez indicaron que fue establecido en la 



   

 

17 

 

sentencia T-388/09 que el prevaricato por acción originado por el desconocimiento de la 

jurisprudencia constitucional constituye una falta gravísima en el derecho disciplinario. 

Una vez concluido los contenidos de la Constitución Ecológica, los principios del 

bienestar y protección animal y la jurisprudencia Constitucional como fuente del derecho 

obligatoria, es conveniente desarrollar lo que concierne a la ley 1801 de 2016 (Código de 

Seguridad y Convivencia) el objeto y principios de dicha ley son cumplir tanto la Constitución y 

ley y regular la convivencia entendida como la relación con los animales, dentro de su normativa 

contempla también la posibilidad de suspender actividad económicas que no cumplan con el 

contenido del articulado de dicho código; sin embargo, esta aplicación e interpretación se 

encuentra limitada porque ignora la aplicación de la Constitución ecológica (sus principios y 

objetivos) así como la jurisprudencia -relacionada. Por tanto, se ignora la posición de la C-

666/2010 en cuanto a seres sintientes así como los principios de prohibición de maltrato y 

sufrimiento animal, pues se siguen vendiendo como si fueran cosas y lo más gravoso es que no 

los  tienen en condiciones dignas donde su salud y vida sean protegidas como se observó en dos 

operativos  de inspección, vigilancia y control (IVC) interinstitucional que asistí acompañando a 

la Alcaldía Local de Teusaquillo donde hubo aprehensión de animales por no tener el esquema de 

vacunación completo, ser recibidos y no atender su salud ni ponerlos en cuarentena; ni tampoco 

por tener las locaciones debidamente adecuadas, pues algunas tiendas tienen jaulas oxidadas o 

con vidrios quebrados que ponían en riesgo la integridad de los animales o no les dejan agua 

limpia y fresca o la arenera no la alejan de los platos donde se alimentan los felinos; tampoco 

tienen actividades o juegos que estimulen psicológicamente al animal para su salud y bienestar 

emocional y cognitivo; por mencionar algunas condiciones que vulneran sus derechos.  
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Pese a lo anterior, es importante resaltar la entrevista con la abogada Judy Castañeda del 

Instituto de Bienestar y protección animal (IDBYPA), quien enfatizó a que pese a que no existe 

una multa o suspensión de la actividad económica de manera inmediata en los IVC bajo el 

argumento de incumplir con la normativa de bienestar y protección animal, sí se puede hablar de 

un procedimiento que no es inmediato y que prosigue a la aprehensión animal, la cual es 

realizada por Policía Ambiental de acuerdo al concepto técnico desfavorable emitido por el 

IDBYPA de acuerdo  la ley 1774 de 2016 y las formas de maltrato derivadas de los cinco 

principios contenidos allí y que atienden las entidades distritales, aquellas son: abandono animal, 

negligencia – actos de acción u omisión de no otorgarle atención médico veterinaria y 

medicamentos o condiciones básicas para la supervivencia del animal-; sobre explotación 

animal- consiste en someter al animal a condiciones que exceden la naturaleza propia de su 

especie. Entre ellas se encuentra la sobre explotación económica y la reproducción 

indiscriminada, típica de los criaderos ilegales en Bogotá (Acuerdo 801 DE 2021: prohibición de 

venta de animales en plazas, Decreto 780 DE 2016 prohibición de la instalación de criaderos en 

perímetros urbanos) -; maltrato mental o emocional: transversal a todas, es la afección al 

sufrimiento y comportamiento animal; maltrato físico y actos sexuales con animales. 

Aquel procedimiento posterior al IVC consiste en que el animal que fue aprehendido se 

entrega en custodia al IDBYPA y posteriormente la Subdirección de atención a la fauna o la 

oficina jurídica del IDBYPA, traslada a la unidad de cuidado animal del IDBYPA donde además 

de constituir un expediente, se le practican exámenes médicos y de acuerdo a esos resultados u 

otras condiciones como por ejemplo que el animal muere al poco tiempo, o se encontró muerto 

en el establecimiento se da traslado a la Fiscalía General de la Nación grupo GELMA o a las 
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Inspecciones de Policía de atención prioritaria para el cuidado y respeto de los animales, el 

problema es que estos procesos duran años y tampoco se hacen audiencias in situ (Art 223) y, por 

ende, dichos locales seguirán funcionando y es probable que muchos animales que 

posteriormente lleguen sigan padeciendo las condiciones de maltrato e ignorando lo establecido 

en el protocolo interno de las entidades donde exige unas condiciones mínimas de 

comercialización( Artículo 2 del Acuerdo 801 de 2021).  

Así las cosas, de acuerdo con Castañeda hay dos opciones, la prohibición de venta de 

animales o regular y sancionar en un período más reducido e inmediato en atención a los 

hallazgos relacionados con el maltrato animal. Además de seguir educando a la ciudadanía para 

que adopte animales independientemente de su raza, pues preferir sólo animales de raza 

incentiva la actividad los criaderos, lo cual trae una problemática relacionada con la 

clandestinidad y, en consecuencia. Maltrato animal por hacinamiento, sobre explotación y 

reproducción indiscriminada. 

Por los motivos expuestos, debería ser viable suspender la actividad económica bien sea 

temporal o definitivamente por incumplir con las normas  y principios contenidos en la 

constitución ecológica y las normativa de bienestar y protección animal, mas no restringirse a los 

artículos del Código de Seguridad y Convivencia (Ley 1955 de 2019 Art 134 y Sentencia C-

054/2019, en cuanto al alcance del artículo 92#16), porque entre otras, la venta no se justifica 

porque no aplica el principio de armonización y respeto de la diversidad cultural, pero sí se debe 

tener en cuenta que en virtud la ley de bienestar y protección animal en su artículo 1 con el fin de 

evitar el sufrimiento animal y tratos crueles contempla la existencia de un procedimiento 

sancionatorio de carácter policivo y en consecuencia deben aplicarse dichas medidas 



   

 

20 

 

correctivas, pues el actual estado de cosas desconoce el bienestar animal y el valor intrínseco de 

los animales (CC, C-032/19, 2019).  Adicionalmente, el Código de Seguridad y Convivencia 

establece como objetivo el cumplimiento de la ley y Constitución, por lo que el concepto y 

alcance de la Constitución Ecológica es aplicable, más cuando ya se contempló la jurisprudencia 

como fuente de obligatorio cumplimiento en las actuaciones administrativas. 

TABLA COMPLEMETARIA DEL MARCO LEGAL Y JURISPRUDENCIAL 

TEMA JURISPRUDENCIA CORTE 

CONSTITUCIONAL 

OBSERVACIONES 

Ambiente como triple 

dimensión  

C-495/96, C-534/96, T-806/14, C-

449/15, C-595/10, C-389/16 

 

Ambiente como bien 

jurídico 

C-150/05  

Ambiente como Derecho 

fundamental y colectivo 

C-632/11, T-806/14, T-080/15, C-

259-16 

 

Deber de protección al 

ambiente  

C-123 de 2014, C-666/10 Ocho deberes 

correlativos de protección que 

se le imponen al Estado, dentro 

de los cuales se destacan: 1) 

proteger su diversidad e 

integridad, 2) salvaguardar las 

riquezas naturales de la Nación 

3) planificar el manejo y 

aprovechamiento de los 
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recursos naturales para así 

garantizar su desarrollo 

sostenible, su conservación, 

restauración o sustitución (CC., 

C-123/14, 2014) 

La C-666/10 reconoce como 

objetivo del Estado Social de 

Derecho. 

Naturaleza como sujeto 

de derechos 

C-632 de 2011, C-123 de 2014 

 

El concepto de medio ambiente 

reconoce que sus “elementos 

integrantes (…) pueden 

protegerse per se y no, 

simplemente, porque sean útiles 

o necesarios para el desarrollo 

de la vida humana”, de manera 

que “la protección del ambiente 

supera la mera noción 

utilitarista. (CC., C-123/14, 

2014) 

Seres sintientes 

(capacidad de sentir)  

Valor intrínseco de los 

animales y naturaleza 

C-666/10, C-467 de 2016, 

Sentencia correspondiente al expediente 

1700123300019990901, rad. 22592, 23 de 

mayo de 2012, sección tercera, subsección C, 

C.P. Enrique Gil Botero, C-375/22, SU-

016/20, C-041-17, C-449-15, C-133/19, C-

283/14, C-045/19, C-148/22. 

En dicha sentencia la Corte 

determina que la ley 84 es 

novedosa porque no sólo 

propone una nueva manera de 

relacionarse con la naturaleza, 

pues contempla que tener la 

fauna como elemento axial del 

ambiente y, por ende, reconocer 

su capacidad de sentir. Sino que 
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también, deja atrás la visión de 

ver los recursos a la libre 

disposición del humano, postura 

que la Corte calificó como 

inconsecuente con postulados 

constitucionales de dignidad 

humana y protección del 

ambiente (CC., C-666/10, 

2010). 

Llama la atención que se usa el 

concepto de dignidad humana 

como un principio de 

reconocimiento y respeto 

hacia la vida de los otros eres 

sintientes. Se evidencia, un 

progreso en filosofía del 

derecho, pero una especie de 

prevención de hablar de 

derechos y dignidad de las otras 

formas de vida, reconocer sus 

atributos como unos sujetos de 

derechos propios. 

Otro aporte especial de la 

sentencia C-666/10 aboga por 

que los animales no son cosas, 

postura que se reiteró en la C-

467 de 2016 cuando se 

cuestionó los artículos 655 y 
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658 del Código civil que al ser 

bienes semovientes que 

generaba usufructo, uso y 

habitación es decir disponer de 

ellos al antojo humano sin 

consideración de su capacidad 

de sentir, entonces, en sus 

argumentos se apartó aclarando 

que los animales no son 

instrumentos al servicio 

humano, además citaron la 

sentencia del Consejo de Estado 

que promulgó este nuevo 

paradigma.   

Además, la providencia 

mencionada se refirió al valor 

intrínseco individual del animal 

Oso Chucho-: Animales 

sujetos de derechos y acciones 

legales interpuestas en 

representación de animales 

SU-016/20 Reconoce el valor intrínseco de 

los animales, por cuanto, el 

fundamento del deber de 

protección no es únicamente 

por poner en riesgo el equilibrio 

ecológico y la diversidad sino 

en consideración de la 

individualidad de los animales 

como seres sintientes. 

Otro aspecto para destacar es el 

contenido normativo del deber 
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de protección tiene el status de 

vinculante indiscutible, lo que 

implica que los jueces y el 

legislador deben aplicarlo bajo 

los principios de 

proporcionalidad y 

razonabilidad. 

El gran aporte es el 

reconocimiento del catálogo de 

derechos básicos de cualquier 

animal (5). 

Ecosistema moral C-148-22 Recurre a la importancia de 

reconocer que se pueden 

instaurar elementos éticos en el 

ecosistema para evitar el 

sufrimiento de los animales, 

entonces se refiere a innovar 

positivamente el sistema ético 

global en dicho aspecto. 

Deber Constitucional de 

protección animal 

T-495/16, C-889/12, SU016-20, T-

142-23 cita a la C-666/10, T-125 de 1994,  

 

 

La sentencia C-889/12 aclaró 

que atender los mandatos de la 
Constitución ecológica implica 
tener en cuenta política, 
dogmática y 
jurisprudencialmente a nivel 
territorial y Nacional la 
protección animal, pese a que 
en ese entonces aún no se 

reconocieran los derechos de 
los animales (CC, C-889/12, 
2012). 

La SU-016/20 contempló la 
vinculatoriedad normativa del 
deber de protección de los 
recursos naturales y el principio 
de dignidad humana, se deriva 



   

 

25 

 

el deber constitucional de 
protección a los animales, el 
cual impone busca impedir la 
crueldad hacia ellos o acciones 
en detrimento del bienestar 
animal.  

Cabe resaltar la enumeración en 

la C-666/10 de este deber que 

reconoció de obligatorio 

cumplimiento para el Estado, 

los operadores jurídicos y 

personas en general: Art. 95#8, 

sistema infra constitucional, T-

25/94, artículos constitucionales 

79#2,95#8. 

Bienestar animal  

Prohibición del maltrato 

C-666/10 Elemento del principio de 

solidaridad y se fundamenta 

también en los siguientes 

artículos constitucionales: 8, 

79#2,95#8. En cuanto a otra 

normativa: Decreto 2811 de 

1974 (Código de Recursos 

Naturales) arts.:  2, 3#5,247, T-

760 de 2007 (cualquier animal), 

ley 84 de 1989 arts.: 1, 2, 4 , la 

Ley 5 de 1972; el Decreto 497 

de 1973; la Ley 9 de 1979 

Protección ambiental 

como interés superior 

SU-455/20  

Pilares constitucionales C-148-22, T-760 de 2007, C-666 i. Di
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del mandato de bienestar y 

protección animal en virtud de los 

artículos 8 y 79. 

de 2010, C-283 de 2014, C-045 de 2019 y C-

148 de 2022 

gnidad humana y en 

aras de la 

honorabilidad de este 

atributo, la capacidad 

de relacionarse con 

los animales. Es decir, 

“deberes morales y 

solidarios -

comportamiento 

digno de los 

humanos” (CC,C-

041/17,2017). 

ii. Pri

ncipio de 

Constitución 

ecológica. 

iii. Fu

nción ecológica de la 

propiedad 

 

Visiones de 

reconocimiento de derechos y 

relación con la naturaleza 

i. T-806/14, T-

080-15 y SU-842/13. 

ii. C-449/15, C-

123/14, T-080/15, C-259/16,C-

041/17 

iii. C-339/02, C-

449/15 

iv. C-595 de 2010, 

C-632 de 2011 

i. Vi

sión hegemónica: 

seres racionales como 

únicos sujetos de 

derechos. 

Visión 

contra hegemónica: 

naturaleza como 

sujeto de derechos y 
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v. C-449-15, T-

080/15, T-411 de 1992 

 

reconoce las 

diferentes 

cosmovisiones. 

ii. Vi

sión antropocéntrica:  

iii. Vi

sión biocéntrica :  

iv. Vi

sión ecocéntrica 

v. Va

rias visiones 

simultáneamente: en 

la  C-449/15 la Corte 

citó la T-411/92 : 

muestra en principio 

un enfoque 

antropocéntrico al 

expresar: “es a partir 

del ser humano, su 

dignidad, su 

personalidad jurídica 

y su desarrollo (…) 

que adquieren sentido 

(…) la defensa del 

ambiente, en tanto 

que éste es el entorno 

vital del hombre”, 

además de expresar 

que “al fin y al cabo 
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el patrimonio natural 

de un país (…) 

pertenece a las 

personas que en él 

viven, pero también a 

las generaciones 

venideras (CC., T-

411/92,1992). 

Aclaración 

de voto Magistrada 

Gloria Stella Ortiz 

Delgado en la 

sentencia c-148/22: 

habla sobre las 

posiciones con 

 

 

Sistema jurídico de 

protección que garantice la 

integridad de los animales 

C-666/10 De acuerdo a la sentencia C-
666/10 está compuesto por:  

i.       Una visión de la 
naturaleza y seres que lo 
conforman no están a 

disposición de los seres 
humanos, sino que desde una 
concepción integracionista los 
humanos somos parte de ese 
conjunto. 

ii. Destaca que es relevante 
alejarse de la postura utilitarista 
y tomar una consciente de las 
sensaciones de los seres 

sintientes que conforman el 
ambiente      

iii.  De la Constitución se 
desprende una protección 
reforzada al ambiente en el 
territorio colombiano. 
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iv.   Protección reforzada 
constitucional hacia la fauna 
como integrante del ambiente  

v.    Protección reforzada a 
todos los animales pues ellos 
integran la fauna  

vi.  Un deber constitucional 

para el Estado de no apoyar, 
patrocinar, dirigir, ni participar 
en acciones que impliquen 
maltrato animal; ni abstenerse 
en el desarrollo de la protección 
que debe brindarse a los 
animales  

vii.            “Una protección a 

los animales que tendrá 

fundamento, además, en las 

obligaciones que conlleva la 

dignidad humana, la cual 

impide que dicha protección se 

desarrolle ignorando las cargas 

que, en cuanto seres superiores, 

surgen respecto de las especies 

inferiores, las cuales 

constituyen, sin duda, una 

obligación moral, tal y como se 

manifestó en los considerandos 

de la Carta Mundial de la 

Naturaleza” (CC., C-666/2010, 

2010). 

Límites legítimos al 

deber constitucional de protección 

animal 

C-041/17, C-666/10, Auto 547 de 

2018, C-1192 de 2005 

Se compone por siete 

elementos. 

Es importante cuestionar estos 
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límites, por ejemplo, con lo 

relacionado con la venta de 

caninos y felinos, también con 

la pesca y caza deportiva sí 

como con los espectáculos 

culturales, pues esto va en 

contravía de la Constitución 

ecológica y los tratados 

internacionales. 

Por otro lado, el auto citado, 

anuló el numeral 2 de la 

sentencia C-041/17 en lo 

relativo a que de la Constitución 

y jurisprudencia se originaba un 

mandato ABSOLUTO de 

sanción al maltrato animal 

derivado de las expresiones 

culturales, este argumento se 

apartó de la cosa juzgada 

constitucional de la Sentencia 

C-666/10 que era flexible con 

las expresiones culturales que 

implican tratos crueles y 

sufrimiento innecesario.  

Prohibición de 

expresiones culturales como 

competencia del legislador 

C-666/10, C-889 de 2012 El legislador en virtud de ser 

titular único del poder de 

policía tiene la facultad de 

establecer límites de actividades 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-666_2010.html#inicio
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ciudadanas para proteger el 

orden público y la convivencia. 

Progresiva desaparición 

de las excepciones al maltrato 

animal o límites del deber de 

protección 

C-032/19  

 

NORMA INTERNACIONAL OBSERVACIONES 

Declaración Universal de Bienestar animal  Por su parte, la sentencia C-133/19 estableció a 

denominada Declaración Universal de Bienestar Animal que 

consagra que “el precepto de bienestar animal es concomitante 

e intrínseco con el de protección animal: es el ejercicio del 

poder del Estado, de las autoridades y de los mismos 

ciudadanos, tendiente a garantizar el bienestar de los 

animales”. Agregan que el amparo constitucional en este tema 

deviene de los artículos 2º, 11, 67, 79, 80, 95 y 277 superiores, 

así como de la promoción de la constitución ecológica 

determinadas en sendas sentencias de tutela y de control 

abstracto expedidas por esta Corporación (CC., C-133/19, 

2019). 

Carta Mundial De La Naturaleza 

Declaración Universal de los Derechos los Animales 

de 1978 

Sentencia T-095 de 2016 

la Declaración Universal de los Derechos los Animales de 

1978, establece la “obligación de cuidado y protección de los 

animales por parte de los hombres, quienes no pueden 

atribuirse el derecho de exterminarlos o explotarlos” (CC., T-
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